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Resumen: La expropiación forzosa constituye una de las 

instituciones jurídicas que mayor significación posee para el 

Derecho Administrativo y una de las que mayor interés ha 

despertado en esta y en otras materias. En Cuba existen 

diferentes disposiciones legales que regulan esta institución, sin 

embargo entre unas y otras se aprecian determinadas 

divergencias. En el presente trabajo se realiza un análisis del 

tratamiento legal que se ha dado a la expropiación forzosa en el 

ordenamiento jurídico cubano, en particular en el Decreto Ley 

125/1991 y en la Resolución 170/2017. Se analiza los aciertos y 

desaciertos que estas disposiciones legales han tenido al regular 

esta institución del Derecho y se establecen algunos de los 
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inconvenientes que su actual regulación ha generado en el orden 

práctico.  

Palabras claves: expropiación forzosa, bienes agropecuarios, 

sanciones administrativas, utilidad pública.  

 

THE FORCED EXPROPRIATION OF AGRICULTURAL 

PROPERTIES, BETWEEN PUBLIC UTILITY AND 

ADMINISTRATIVE SANCTIONS.  

Abstract: Forced expropriation is one of the legal institutions 

that has the greatest significance for Administrative Law. In 

Cuba there are different legal dispositions that regulate this 

institution, however between them there are some divergences. 

In the present work it is analyzed the legal treatment that has 

been given to this institution in the Cuban legal system, in 

particular in Decree Law 125/1991 and in Resolution 170/2017. 

Likewise it is establishes some of the drawbacks that his current 

regulation has generated in the practical order. 

Key words: Forced expropriation; administrative sanctions, 

agricultural properties, public utility. 
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Introducción 

La expropiación forzosa constituye una institución jurídica de gran 

significación para el Derecho Administrativo. Su implementación a través 

del tiempo ha permitido a la Administración Pública la obtención de bienes 

de diferente carácter, cuyo empleo ha sido imprescindible para la 

realización por esta de múltiples actividades en la sociedad, dirigidas 

esencialmente, a la satisfacción de necesidades e intereses de la 

colectividad.  

Desde su aparición entre los siglos XVIII y XIX -período en el que se 

constatan las primeras normas jurídicas reguladoras de esta institución del 

Derecho-1 hasta la actualidad, diferente ha sido el modo en que se ha 

concebido esta institución jurídica, tanto en Cuba como en otras partes del 

mundo; por ende, el tratamiento normativo dado a la misma ha estado 

sujeto a constantes modificaciones.  

La utilidad pública e interés social que reportan determinados bienes 

constituye el motivo por el cual las Administraciones Públicas proceden a 

su expropiación, sin embargo, en lo que respecta al caso Cuba, no figura 

este como el único que justifica su realización. Entre las disposiciones 

legales que actualmente rigen en materia de Derecho Agrario, se constatan 

dos que han venido a dar a la expropiación forzosa un sentido que difiere 

totalmente del que hasta hoy se ha dado a la misma: el Decreto Ley 

125/1991 y la Resolución 170/2017. Diferentes son los aspectos que en 

ellas se abordan, entre los que se encuentra lo referente a la expropiación 

forzosa de bienes agropecuarios, en relación a la cual disponen, como causa 

que puede dar lugar a su ejecución, la comisión por los agricultores 

pequeños de determinadas infracciones.  

Este modo de concebir a la expropiación -consecuencia jurídica que deriva 

de la comisión de conductas tipificadas como infracciones- ha traído 

consigo no pocos inconvenientes en el orden práctico, desde el punto de 

                                                             

1 Destaca en este sentido La Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano de 1789. 

En su artículo 17 este cuerpo legal dispone. “Por ser la propiedad un derecho inviolable y 

sagrado, nadie puede ser privado de ella, salvo cuando la necesidad pública, legalmente 

comprobada, lo exija de modo evidente, y con la condición de que haya una justa y previa 

indemnización”.   
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vista legal, procedimental, de la actuación formal de la Administración 

Pública, con su consiguiente repercusión en los derechos e intereses 

patrimoniales de quienes resulten ser expropiados. Por tal razón y por la 

importancia que en la actualidad reviste el tema, al análisis de estas 

disposiciones legales dedicaremos las líneas subsiguientes.  

I. La expropiación forzosa, su actual configuración en la Constitución 

y en el Código Civil cubanos.   

Dentro del conjunto de intervenciones que los poderes públicos pueden 

ejercer sobre la propiedad privada e incluso, sobre derechos e interés 

patrimoniales legítimos, la expropiación forzosa ha venido a ocupar un 

lugar preponderante, de tal manera que -al decir en palabras de García de 

Enterría- “(…) se nos presenta como una de las más enérgicas en su 

contenido (sacrificio de las situaciones patrimoniales de los 

administrados)”2. La misma constituye una institución jurídica por medio 

de la cual la Administración Pública, en virtud de su potestad expropiatoria, 

transfiere coactivamente a un sujeto público o privado la propiedad de 

determinados bienes u otros derechos e intereses de carácter patrimonial, 

por causa de utilidad pública e interés social, con la debida indemnización 

y mediante el procedimiento legal previsto para ello3.  

En nuestro país existen diferentes disposiciones normativas a partir de las 

cuales se legitima esta institución jurídica. Teniendo en cuenta la estructura 

que adopta el ordenamiento jurídico cubano y la jerarquía de las normas 

que lo integran, en primer lugar encontramos dentro de este conjunto a la 

Constitución de la República.  

                                                             

2 GARCÍA, E. y RAMÓN, T. Curso de Derecho Administrativo. Volumen II. 10a. ed. Madrid: 

Civitas, 2006. p. 213.  

3 Al referirse a la expropiación forzosa García de Enterría sostiene: “la expropiación forzosa 

(…) supone un poder de la Administración de abatir y hacer cesar la propiedad y las situaciones 

patrimoniales de los administrados (…)”. GARCÍA, E. y RAMÓN, T. Curso de Derecho 

Administrativo. Volumen II. 10ª. ed. Madrid: Civitas, 2006. 217 p. En este mismo sentido 

Sánchez Morón establece: “La expropiación (…) es una potestad pública, cuyo objeto consiste 

en privar a una persona o a un grupo de ellas de sus bienes o de derechos patrimoniales o 

intereses legítimos, cuando así lo requieran los intereses generales”. SÁNCHEZ, M. Derecho 

Administrativo. Parte General. 4a ed. Madrid: Tecnos, 2008. p. 718. Dromi por su parte define 

la expropiación como “ (…) el instituto de derecho público mediante el cual el Estado, para el 

cumplimiento de un fin de utilidad pública, priva coactivamente de la propiedad de un bien a su 

titular, siguiendo determinado procedimiento y pagando una indemnización previa, en dinero, 

integralmente justa y única”. DROMI, R. Derecho Administrativo. Buenos Aires-Madrid: 

Ediciones Ciudad Argentina, 2004. p. 951.  
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En su artículo 25 este cuerpo constitucional dispone: “Se autoriza la 

expropiación de bienes, por razones de utilidad pública o interés social y 

con la debida indemnización. 

La ley establece el procedimiento para la expropiación y las bases para 

determinar su utilidad y necesidad, así como la forma de la indemnización, 

considerando los intereses y las necesidades económicas y sociales de los 

expropiados”.  

Tomando en consideración lo dispuesto en este precepto normativo, la 

expropiación de bienes procederá cuando razones de utilidad pública e 

interés social lo justifiquen. En consecuencia, deberá llevarse a cabo la 

indemnización de quienes resulten expropiados de conformidad con lo 

establecido en las normas jurídicas correspondientes.  

Por su significación, en segundo lugar se ubica la Ley 59 del año 1987 

(Código Civil cubano vigente), disposición jurídica que en su artículo 

134.1.2 ratifica lo estipulado en el texto constitucional cuando refiere: “La 

expropiación de bienes sólo puede efectuarse por razones de utilidad 

pública o interés social y con la debida indemnización.  

Para fijar la forma y la cuantía de la indemnización, se tiene en cuenta 

además del valor de los bienes, los intereses y las necesidades económicas 

y sociales del expropiado”.  

Sin embargo, no constituye este el único precepto en el que se hace alusión 

a la institución  de la expropiación forzosa. El artículo 152.1.2 del referido 

código, también alude a la misma y en este sentido establece: “Los 

agricultores pequeños están obligados a mantener, explotar y utilizar 

adecuadamente la tierra y sus demás bienes relacionados con la producción 

agropecuaria y forestal. 

El incumplimiento sin causa  justificada de lo dispuesto en el apartado 

anterior puede dar lugar a la expropiación de los bienes”.  

En comparación con los preceptos legales citados con anterioridad, de la 

lectura de este artículo se advierte que otro es el tratamiento dado a la 

expropiación forzosa, toda vez que a su empleo se acudirá no cuando 

razones de utilidad pública e interés social lo exijan, sino como 

consecuencia del incumplimiento de determinadas obligaciones previstas 

en ley.  

A pesar de lo estipulado en nuestra Constitución en relación a la 

expropiación de bienes, a pesar incluso de que figura esta como norma 

marco dentro del ordenamiento jurídico cubano a cuyo contenido deberán 

ceñirse las normas jurídicas de inferior jerarquía; el Código Civil cubano 
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vigente en virtud de lo regulado en el artículo 152.1.2, ha dado a la referida 

institución un sentido totalmente diferente al que la normativa 

constitucional ofrece, lo que la convierte en una norma no solo 

contradictoria para con el texto constitucional sino contradictoria en sí 

misma.  

El contenido de este precepto legal ha trascendido al ámbito del Derecho 

Agrario, de tal modo que determinadas normas jurídicas que actualmente 

rigen en esta materia, se han convertido en eco de lo dispuesto en este y 

han dado igual tratamiento legal a la institución objeto de análisis. Tal es el 

caso del Decreto Ley 125 promulgado en fecha 30 de enero de 1991 sobre 

el“Régimen de posesión, propiedad y herencia de la tierra y bienes 

agropecuarios” y La Resolución 170 de 17 de marzo de 2017, “Reglamento 

de Procedimientos Administrativos Agrarios”.  

II. La expropiación forzosa de bienes agropecuarios, su tratamiento 

legal en el Decreto Ley 125/1999 y en Resolución 170 de 17 de 

marzo de 2017. Consecuencias jurídicas derivadas de su actual 

regulación.  

El Decreto Ley 125/1999 en su artículo 8 dispone: “Todo agricultor 

pequeño estará en la obligación de explotar la tierra de su propiedad o en 

usufructo conforme a las regulaciones sobre la posesión, uso y 

aprovechamiento de la tierra establecidas por el  Ministerio de la 

Agricultura, en interés del desarrollo económico y social del país”. Por su 

parte, en relación a lo antes dispuesto el artículo 9 establece: Se considerará 

infracción de la obligación a que se refiere  el artículo anterior:  

a) El abandono negligente de la tierra o su deficiente 

aprovechamiento; 

b) El empleo de mano de obra asalariada con infracción de las 

disposiciones dictadas al efecto por el Ministerio de la 

Agricultura; 

c) La no venta a las entidades estatales correspondientes de las 

producciones susceptibles de ser acopiadas; 

ch) La comercialización ilícita de las producciones agropecuarias; 

d) No utilizarlas en la línea fundamental de producción establecida; 

y 

e) El establecimiento de relaciones de aparcería, arrendamiento u 

otras que impliquen cesión parcial o total de la tierra. 



www.derechoycambiosocial.com    │    ISSN: 2224-4131   │    Depósito legal: 2005-5822  7 

 

 

En este mismo orden el artículo 10 del referido cuerpo legal refiere: La 

comisión de la infracción de la obligación a que se refieren los incisos a) al 

d), ambos inclusive, del artículo 9, cuando fuere de carácter grave o de 

forma reiterada sin causa justificada, o la del inciso e) será considerada 

como causa para iniciar el proceso judicial de expropiación forzosa de la 

tierra y demás bienes agropecuarios propiedad del agricultor pequeño, ya 

que se considerará de utilidad pública e interés social su adquisición por el 

Estado, debiéndose dictar por el Ministerio de la Agricultura, (…) cuando 

proceda, la correspondiente Resolución fundada. 

Teniendo en cuenta lo regulado en los artículos que anteceden y en 

correspondencia con lo que el artículo 152.1.2 del Código Civil cubano 

establece, el Decreto Ley 125 deja sentado por un lado, las obligaciones a 

las que deberá quedar sujeto el actuar de los agricultores pequeños así 

como las conductas que constituirán infracción de dichas obligaciones; y 

por otro, precisa la solución jurídica que habrá de darse  en estos casos, que 

como se advierte no es otra sino la de expropiación  forzosa de los bienes -

dentro de los que se incluye la tierra- de los agricultores pequeños que 

figuren como sus propietarios o en su caso como usufructuarios.   

La expropiación forzosa se instituye así como la típica sanción 

administrativa que será impuesta por la Administración Pública a los 

agricultores pequeños que incurran en alguna o algunas  de las infracciones  

previstas en el artículo 9 del referido Decreto Ley, finalidad que dista 

mucho de aquella para la cual fue concebida en su esencia.  

La Resolución 170 de 17 de marzo de 2017, constituye otra de las 

disposiciones legales que en materia agraria ha venido a reafirmar lo 

estipulado en los preceptos legales expuestos con anterioridad,  particular 

que se evidencia claramente a partir de lo que establece en el artículo 70 y 

cito: “La expropiación forzosa de tierras y bienes agropecuarios propiedad 

de los agricultores pequeños, solo procede por las causas establecidas en el 

artículo 9 del Decreto Ley 125 de 30 de enero de 1991 y excepcionalmente 

por causas de utilidad pública o interés social, previamente declarados por 

resolución del Ministro de la Agricultura oído el parecer del Presidente de 

la Asociación Nacional de Agricultores Pequeños”.  

Este precepto legal aun cuando refiere que la expropiación forzosa tendrá 

lugar excepcionalmente por causas de utilidad pública e interés social, no 

sitúa estas como primer motivo a tomar en consideración previa a su 

ejecución, razón de ser de esta institución jurídica; por el contrario, las 

sitúa en un segundo plano dejando en el primero las causas a que hace 

mención expresa el artículo 9 del Decreto Ley 125 de 1999. De este modo, 
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aunque la norma alude a los términos utilidad pública e interés social, es la 

comisión de infracciones lo que actualmente impulsa a determinadas 

Administraciones Públicas llevar cabo la expropiación de tierras y bienes 

agropecuarios. Lo anterior se corrobora a partir de lo previsto en otros de 

los artículos de la referida Resolución 170 de 2017, específicamente en 

aquellos dirigidos a regular el procedimiento de expropiación forzosa.  

De acuerdo a esta disposición jurídica, el primer paso a tener en cuenta 

dentro de este procedimiento lo constituye la elaboración del expediente de 

expropiación forzosa, el cual, como lo establece el artículo 72 “se inicia 

con escrito de fundamentación de solicitud de expropiación forzosa suscrito 

por el Delegado o Director Municipal en el que se hace constar: 

a) Explicación de las acciones u omisiones cometidas y su relación 

con las obligaciones  incumplidas establecidas en el Decreto Ley 

125 de 30 de enero de 1991. 

b) Advertencias efectuadas, multas impuestas y otras acciones para 

el cese de la conducta infractora, si correspondiera (…)”.  

Al escrito de solicitud de expropiación forzosa deberá acompañarse 

además, según lo dispuesto por el artículo 73:  

a) Generales completas de los propietarios de las tierras y demás 

bienes agropecuarios a expropiar, de ocupantes legítimos y 

personas con interés económico  directo sobre los bienes. 

b) Negativa del propietario a vender voluntariamente los bienes 

objeto de expropiación por el Estado. 

c) Documentos que prueben la titularidad de los bienes (…).  

d) Avalúo de los bienes objeto de expropiación forzosa conforme a 

la legislación vigente. 

e) Pruebas documentales, testificales que demuestren la infracción 

reiterada de lo dispuesto en el referido Decreto Ley No. 125 de 

30 de enero de 1991. 

f) Nombre y conformidad de la entidad estatal a quien se le asigna 

la tierra y bienes objeto de expropiación.  

Una vez conformado el expediente este se remite al Departamento de 

Suelos y Control de la Tierra a nivel provincial, a fin de que sea avalado 

por el Delegado o Director Provincial -según proceda- y por el Presidente 

de la Asociación Nacional de Agricultores Pequeños a dicho nivel. Con 

posterioridad a ello, el expediente avalado se envía a la Dirección de Suelos 

y de Control de la Tierra del Ministerio de la Agricultura, donde su 
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Director lleva a cabo su revisión y si así corresponde, luego de oír el 

parecer del Presidente de la Asociación Nacional de Agricultores 

Pequeños, elabora el proyecto de Resolución declarando la utilidad pública 

o interés social de la tierra y bienes agropecuarios objeto del expediente de 

expropiación forzosa, para lo cual cuenta con un término de hasta treinta 

días contados a partir de la fecha de su recepción4.  

El proyecto de Resolución en conjunto con el expediente se remite a la 

Dirección Jurídica del Ministerio de la Agricultura para que en un término 

de diez días dictamine si este cumple las formalidades legales establecidas. 

En el supuesto de no cumplir con dichas formalidades se devuelve a la 

Dirección de Suelos y de Control de la Tierra del Ministerio de la 

Agricultura para que en un término de diez días resuelva los señalamientos 

realizados5.  

Suscrita la Resolución por el que resuelve, se remite conjuntamente con el 

expediente a la Dirección o Delegación Provincial correspondiente, 

quedando obligado el Delegado o el Director, o funcionario en quien 

expresamente delegue, notificar en un término de cinco días al Tribunal 

Provincial Popular a los efectos pertinentes6.    

Cuando se analizan con detenimiento los preceptos legales que regulan el 

procedimiento administrativo de expropiación forzosa, a cuyo contenido se 

hace alusión en las líneas que anteceden, lo primero que llama la atención 

es que entre los aspectos que deben constar en el escrito de fundamentación 

de solicitud de la expropiación  -según lo previsto en el artículo 72 de la 

Resolución 170/2017-, la norma solo alude a la explicación de las 

infracciones cometidas por los agricultores pequeños, multas impuestas 

como consecuencia de la comisión de dichas infracciones, advertencias 

efectuadas u otras acciones que hayan sido realizadas en aras de lograr el 

cese de la conducta infractora. Por consiguiente, la fundamentación de 

solicitud de expropiación lejos sustentarse en los elementos que permitan 

demostrar la existencia de una real necesidad pública e interés social, la 

significación que poseen los bienes objeto de expropiación y no otros en 

aras de solventar dichas necesidades e intereses y el papel que en este 

sentido ha de jugar la Administración Pública; lo hace sobre la base de 

aquellos elementos que evidencian se ha incurrido en la comisión de 

                                                             

4 Vid. Artículos 74 y 75. Resolución 170/2017. 

5 Vid. Artículos 76 y 77. Resolución 170/2017.  

6 Vid. Artículos 78. Resolución 170/2017.  
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algunas de las infracciones previstas en el artículo 9 del Decreto Ley 125 

de 1991. 

Lo segundo que llama la atención es que dentro del conjunto de 

documentos que deben acompañar el escrito de solicitud de expropiación, 

cuya relación se establece en los incisos del a) hasta el f) del artículo 73, 

tampoco consta alguno encaminado a argumentar las razones, o bien de 

utilidad pública o de interés social, que justifican la decisión de expropiar 

determinados bienes, tal como corresponde conforme a Derecho. No 

obstante, si se estipula lo referente a la entidad estatal a la cual se 

concederá la tierra y demás bienes agropecuarios que sean expropiados y su 

conformidad en relación a dicha asignación. Resulta cuestionable entonces 

que por un lado conste en el expediente la entidad beneficiaria de los bienes 

objeto de expropiación y sin embargo por otro, no se haga mención a los 

motivos que conforme a ley deben justificar su realización y tampoco a los 

fines a los cuales se destinarán los mismos. En ausencia de dichos motivos, 

teniendo en cuenta lo dispuesto en el artículo 73 inciso e), se acompañarán 

al expediente todas aquellas pruebas documentales o testificales que 

evidencien el carácter reiterado de las infracciones cometidas a las que se 

refiere el Decreto Ley 125 de 1991, pruebas que sin dudas sirven de 

sustento al fundamento en base al cual se justifica la expropiación de 

bienes en materia agraria.     

Otro de los aspectos que resulta cuestionable cuando se analizan los 

preceptos legales que regulan el procedimiento administrativo agrario de 

expropiación forzosa, lo constituye lo referente a la declaración de utilidad 

o interés social del fin a que haya de destinarse los bienes objeto de 

expropiación. Como se advierte de la lectura del artículo 75 de la 

Resolución 170 de 2017, la referida declaración tiene lugar con 

anterioridad a la ejecución  de la expropiación, sin embargo, no se instituye 

esta como primer aspecto a tener en cuenta previo a su realización; 

contrario a lo que debiera acontecer, figura como el último de los aspectos 

sobre el cual se pronuncia la Administración Pública. Primero se elabora el 

escrito de fundamentación de solicitud de expropiación forzosa, cuyo 

contenido como se ha explicado con anterioridad, gira en torno a la 

explicación de las obligaciones incumplidas, infracciones cometidas, 

sanciones impuestas y advertencias efectuadas y no sobre otro particular; 

luego, se procede al establecimiento de los documentos que unido al escrito 

de fundamentación conforman el expediente -aquellos en los que consten 

los datos de quienes figuren como propietarios u ocupantes legítimos de los 

bienes objeto de expropiación, la relación de dichos bienes y su 

correspondiente avalúo, los documentos que prueben la titularidad de estos 
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bienes y la comisión reiterada de las infracciones a que hace alusión el 

Decreto Ley 125, además de aquel en el que se consigne la inconformidad 

del propietario en relación a la venta voluntaria de los bienes a expropiar-; 

y no es sino con posterioridad al examen de estos documentos que 

mediante resolución fundada la Administración Pública declara de utilidad 

pública e interés social la tierra y demás bienes agropecuarios. 

La comisión por los agricultores pequeños de alguna o algunas de las 

infracciones estipuladas en el artículo 9 del Decreto Ley 125 de 1991, se 

erige así en el motivo por el cual se proclama la utilidad pública e interés 

social de los bienes objeto de expropiación y consecuentemente con ello, se 

fundamenta sobre la base de todos aquellos aspectos que permiten afirmar 

se ha incurrido en la misma. Por consiguiente, la declaración de utilidad e 

interés general necesariamente tendrá lugar, una vez analizados por la 

Administración Pública dichos hechos u otras cuestiones que pudieran 

resultar de interés.  

La referida declaración discurre así entre dos problemas trascendentales: 

las razones que sirven de fundamento a la misma y el momento en el cual 

esta se efectúa. De una parte, porque a tenor de lo dispuesto en la 

normativa agraria vigente, la utilidad pública e interés social de los bienes a 

expropiar, distan mucho de constituir los elementos en base a los cuales se 

configura la misma, tal como debiera ser; y de otra, porque en modo alguno 

figura –al decir en palabras de Santamaría Pastor- como presupuesto 

habilitante del procedimiento expropiatorio y, por tanto, de cumplimiento 

previo7. En su lugar, la comisión de infracciones administrativas de carácter 

grave o de forma reiterada, se instaura como el elemento legitimador de la 

expropiación y del procedimiento que habrá de guiar su ejecución8.   

Lo expuesto con anterioridad ha desencadenado en el orden práctico una 

total distorsión de la institución de la expropiación forzosa. Su realización 

se dispone como consecuencia jurídica de la comisión de una infracción 

                                                             

7 SANTAMARÍA, J. Principios del Derecho Administrativo. Volumen II. Madrid: Centro de 

Estudios Ramón Areces, S.A, 2002. p. 446.  

8 Contrario a lo que acontece en el contexto jurídico cubano, en particular en el ámbito del 

Derecho Agrario, en España la declaración de utilidad pública e interés social de los bienes 

objeto de expropiación constituye un requisito de cumplimiento previo sin el cual no es posible 

llevar a cabo la expropiación de bienes y así lo dispone el artículo 9 de la Ley española de 

Expropiación Forzosa: “Para proceder a la expropiación forzosa será indispensable la previa 

declaración de utilidad pública o interés social del fin a que haya de afectarse el objeto 

expropiado”. Así también se ha dispuesto en las Leyes de Expropiación Forzosa u otras 

dirigidas a regular esta institución que actualmente rigen en países como Nicaragua, Argentina, 

Ecuador, Venezuela, por solo citar algunos ejemplos.  
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administrativa, razón por la cual la motivación de los actos expropiatorios 

en materia agraria, se limita esencialmente al establecimiento de los hechos 

en que han incurrido los agricultores pequeños, la determinación de las 

obligaciones incumplidas e infracciones cometidas en virtud de dichos 

hechos, la estipulación del modo en que deberá proceder la Administración 

Pública en estos casos –que como se dispone en la normativa agraria 

vigente consistirá en la expropiación de determinados bienes- y el 

procedimiento legal que deberá seguir para ello. Por otro lado, los bienes a 

expropiar no se restringen a aquellos que resulten imprescindibles al fin 

público o social que debe justificar su expropiación sino a la totalidad de 

los bienes agropecuarios y de la tierra propiedad del agricultor pequeño. Lo 

anterior pone al descubierto el propósito esencial que se persigue con la 

expropiación, el de castigar al agricultor por las infracciones cometidas, 

privándolo así de sus bienes tras la aparente utilidad pública e interés social 

de estos.  

En lo que respecta a la finalidad a la cual deberán destinarse dichos bienes, 

la realidad resulta compleja. La norma nada refiere en relación a la misma, 

es totalmente omisa en este sentido, y como consecuencia de ello, los actos 

expropiatorios tampoco se pronuncian en relación a este particular, cuando 

más se limitan a declarar la utilidad pública e interés social de los bienes 

objeto de expropiación sobre la base de los aspectos señalados en el párrafo 

que antecede; nada refieren en relación al fin al cual servirán, a la entidad 

que resultará beneficiaria o a los argumentos que permiten validar la 

necesidad de expropiar determinados bienes y no otros.  

La expropiación forzosa se vislumbra así como una típica sanción 

administrativa, a pesar de no serlo, y los actos administrativos a partir de 

los cuales se dispone su realización se proyectan como típicos actos 

administrativos sancionadores. En ello ha incidido sobremanera, el modo 

en que se ha concebido la expropiación forzosa en los diferentes cuerpos 

legales que han sido objeto de análisis en el presente trabajo. 

Con independencia de los inconvenientes que en el orden práctico ha traído 

consigo la realidad que circunda la expropiación forzosa en materia agraria, 

es preocupante el modo en que a luz de tales circunstancias se ve afectada 

la legitimidad de esta institución del Derecho y la de los actos 

administrativos resultantes del actuar de la Administración Pública.  

Desde la perspectiva del Derecho Agrario, la expropiación forzosa 

descansa sobre un fundamento legal que difiere del que ha sido dado en el 

texto constitucional; se dispone su realización por causas que no se 

corresponden con las preestablecidas en el referido cuerpo legal; recae 
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sobre bienes que en muchos casos no son los indispensables al fin público 

al que se desean destinar; la determinación de la finalidad a la que deben 

afectarse los bienes que se expropien no encuentra en la norma un sustento 

legal, quedan a la libre disposición del sujeto beneficiario de la 

expropiación, incluso, con posterioridad a la emisión del acto 

administrativo que declara la utilidad pública e interés social de estos; y los 

cauces por los que discurre el procedimiento legal que rige su realización, 

se aparta de lo que debe considerarse como legítimo y correcto. 

Urge en este sentido reconsiderar el tratamiento dado a la expropiación 

forzosa en la normativa cubana vigente, en particular, en las normas 

jurídicas que regulan lo concerniente a la expropiación de bienes 

agropecuarios.  

La comisión de infracciones administrativas por los agricultores pequeños 

no debe constituir motivo para que la Administración Pública lleve a cabo 

la expropiación de la tierra y bienes agropecuarios de su titularidad y la 

expropiación forzosa tampoco debe figurar como la solución jurídica a 

estos casos; no resulta la respuesta idónea a tales hechos y el propósito que 

se pretende alcanzar con su implementación difiere del que por mandato 

constitucional le está encomendado.   

Las sanciones administrativas se instituyen como la consecuencia jurídica 

que deriva de la comisión de conductas previamente tipificadas en un 

norma como contravenciones o infracciones administrativas, cuya finalidad 

no es otra sino la de reprimir dichos comportamientos y restablecer el 

orden legal que ha sido quebrantado9. La expropiación forzosa por su parte, 

persigue como propósito la privación de derechos e interés patrimoniales a 

sus legítimos titulares, a cuyo empleo se acudirá cuando razones de interés 

general lo exijan. Resulta inadecuado entonces se estipule como sanción 

administrativa una institución jurídica que a pesar de ser lesiva a los 

                                                             

9 En relación a la sanción administrativa se han establecido por diferentes autores distintas 

definiciones, entre estas encontramos la establecida por García de Enterría. Para este autor la 

sanción administrativa constituye “(…) un mal infligido por la Administración Pública a un 

administrado como consecuencia de una conducta ilegal”, a lo que Suay Rincón añade “(…) a 

resueltas de un procedimiento administrativo y con una finalidad puramente represora”. 

GARCÍA, E. y RAMÓN, T. Curso de Derecho Administrativo. Volumen II. 10a. ed. Madrid: 

Civitas, 2006. p. 165; SUAY, J. Sanciones Administrativas. Bolonia: Publicaciones del Real 

Colegio de España, 1989. p. 55. Por otro lado Bermejo Vera refiere: “La sanción constituye una 

resolución administrativa de gravamen que disminuye o debilita – o incluso elimina– algún 

espacio de la esfera jurídica de los particulares, bien porque se le priva de un derecho, bien 

porque se le impone un deber u obligación, siempre como consecuencia de la generación de una 

responsabilidad derivada de la actitud de los mismos”. BERMEJO, J. Derecho Administrativo. 

Parte Especial. 5a. ed. Madrid: Civitas, 2001. p. 85.   
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derechos e intereses patrimoniales de los ciudadanos, no posee una 

naturaleza sancionadora y por tanto no busca la represión de conductas 

contrarias al ordenamiento jurídico10. En su lugar, se ha de prever una 

solución jurídica que tribute a tal fin, como la sanción de multa o en su 

caso, si la gravedad del asunto lo amerita, la confiscación de bienes             

-teniendo en cuenta que constituye esta una sanción extremadamente lesiva 

al patrimonio privado y a la que deberá acudirse solo en casos 

excepcionales-. De igual manera, unido a la sanción administrativa que se 

disponga en ley, podrán establecerse otras medidas que coadyuven al 

restablecimiento del orden legal quebrantado.  

En el Derecho español11, específicamente en la Ley de Expropiación 

Forzosa, se regulan un conjunto de expropiaciones especiales12, dentro de 

las cuales se sitúa la expropiación por incumplimiento de la función social 

de la propiedad, conocida también como expropiación-sanción; a su 

tratamiento la ley dedica el capítulo II del título III. Tal como lo establece 

                                                             

10 Resulta necesario en este sentido dejar sentado el criterio planteado por Santamaría Pastor al 

referirse a la sanción administrativa: “Sanción en sentido técnico, existe solamente cuando a la 

conducta ilícita se anuda la imposición de una privación de derechos con una finalidad represiva 

(de castigo) de la infracción, y preventiva o disuasoria de conductas similares, sin que dicha 

privación deba guardar una relación cuantitativa exacta con el volumen del daño causado”. 

SANTAMARÍA, J. Principios del Derecho Administrativo. Volumen II. Madrid: Centro de 

Estudios Ramón Areces, S.A, 2002. p. 380. De manera similar Parejo Alfonso sostiene: “(…) 

solo es sanción administrativa, pues, la que constituya -en ejercicio de la potestad 

correspondiente-retribución típica de una infracción asimismo legalmente típica. 

Consecuentemente es rechazable, por incorrecta, la tendencia doctrinal (con algún reflejo 

jurisprudencial) a extender la noción a toda incidencia administrativa desfavorable en la 

situación subjetiva del administrado (…)”. PAREJO, L. Derecho Administrativo. Barcelona: 

Ariel, 2003. p. 78. En correspondencia con los criterios planteados con anterioridad Sánchez 

Morón refiere: “(…) no toda medida o acto de gravamen que la Administración Pública puede 

adoptar como consecuencia de una vulneración del orden jurídico es una sanción administrativa. 

(…) Lo característico de las sanciones administrativas, como de las penales, es su naturaleza 

represiva de conductas ilícitas (…)”. SÁNCHEZ, M. Derecho Administrativo. Parte General. 4ª. 

ed. Madrid: Tecnos, 2008. p. 666.  

11 Tomo como punto de referencia el Derecho Español, por la influencia que el mismo ha tenido 

en la conformación y desarrollo de muchas de las instituciones y ramas del Derecho en nuestro 

país, de igual modo, por la amplia regulación jurídica que la institución de la expropiación 

forzosa exhibe en este país europeo.  

12 Han de señalarse en este sentido las siguientes: Expropiación forzosa por zonas o grupos de 

bienes; Expropiación forzosa por incumplimiento de la función social de la propiedad; 

Expropiación de bienes de valor artístico, histórico y arqueológico; Expropiación por Entidades 

locales o por razón de urbanismo; Expropiación que dé lugar a traslado de poblaciones; 

Expropiaciones por causa de colonización o de obras públicas; Expropiación en materia de 

propiedad industrial; Expropiación por razones de defensa nacional y seguridad del Estado. Vid. 

Ley 43, de Expropiación Forzosa. Boletín Oficial del Estado. Madrid, España, 17 de diciembre 

de 1954.  
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el artículo 71 de la referida disposición legal, se trata de un tipo de 

expropiación que tiene lugar como consecuencia del incumplimiento del 

deber de utilizar un bien o una clase de bienes en una determinada función 

social. Su ejecución implica para el propietario la privación de 

determinados bienes y para quien resulte beneficiario de la expropiación, la 

adquisición de los mismos y la obligación de asumir la carga desatendida 

por aquel13. Al amparo de lo preceptuado en esta Ley, la expropiación 

forzosa se erige en la consecuencia jurídica que deriva del incumplimiento 

de una obligación previamente establecida en norma, no obstante, por 

encima de cualquier otra finalidad, su implementación persigue el cabal 

cumplimiento de la función social a la que debieron destinarse los bienes.  

Tal vez, pudo haber sido este el propósito que el legislador cubano 

pretendió alcanzar con lo estipulado en el artículo 152.1.2  Código Civil 

vigente, sin embargo, no es este el fin en el que se concreta su aplicación en 

la práctica, tanto es así, que la tierra y bienes agropecuarios expropiados a 

los agricultores pequeños, se destinan a fines diferentes al que dispone el 

artículo 8 el Decreto Ley 125/1999, el de explotar la tierra de su propiedad 

o en usufructo en interés del desarrollo económico y social del país. Ello 

evidencia que más allá de pretender el cumplimiento de la obligación que 

en principio, debió garantizar el agricultor, otro es el propósito que se 

persigue con la expropiación, el de sancionar determinadas conductas 

infractoras; no sin razón el Decreto Ley 125/1991 establece en su artículo 9 

determinadas conductas que constituyen infracción de la obligación 

contenida en el referido artículo 8 y con posterioridad a ello, para los casos 

en que estas se produzcan, dispone la expropiación de la tierra y bienes 

agropecuarios. 

En aras de devolverle a la expropiación forzosa su real razón de ser en el 

ámbito del Derecho Agrario, ineludiblemente deberá regularse de un modo 

diferente a como se nos presenta en la actualidad. Disponer su ejecución 

como resultado del incumplimiento por el agricultor pequeño de la 

obligación establecida en la norma y con el fin de que el sujeto beneficiario 

destine los bienes expropiados al cumplimiento definitivo de la misma, 

bien pudiera constituir la salida, pues más allá de reprimir la conducta 

infractora lo importante en estos casos es garantizar la satisfacción del 

interés social. Por el contrario, proceder a su realización como 

consecuencia del carácter grave o reiterado de determinadas infracciones 

administrativas, equivaldría a incluirla dentro del catálogo de lo que en 

                                                             

13 Vid. Artículo 73 de Ley 43, de Expropiación Forzosa.  
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Derecho Administrativo se conoce como sanciones administrativas, lo que 

bien sabemos no resulta adecuado. 

En lo que respecta al procedimiento administrativo agrario de expropiación 

forzosa otro ha de ser el sentido que debe dársele. Teniendo en cuenta que 

la expropiación constituye una institución jurídica a cuyo empleo se acude 

por motivos de utilidad pública e interés social, el escrito de 

fundamentación de solicitud de expropiación forzosa que da inicio al 

expediente debe descansar sobre todos aquellos elementos que permitan 

validar esa utilidad e interés y no otros, como acontece en la actualidad. 

Asimismo, el acto administrativo conforme al cual se declare la utilidad 

pública e interés social de los bienes objeto de expropiación, deberá 

motivarse de manera tal que en el mismo quede debidamente argumentada 

la trascendencia que poseen dichos bienes para la utilidad e interés público 

al que se desean destinar; deberá precisarse además el fin al cual se 

destinarán estos y el ente que devendrá beneficiario de los bienes 

expropiados, todo ello con el propósito de ofrecerle al acto administrativo 

expropiatorio la legitimidad que requiere.  

No son pocas las deficiencias que en torno a la regulación de la 

expropiación forzosa se constatan en el ordenamiento jurídico cubano, en 

particular en aquellas normas que la regulan en el ámbito del Derecho 

Agrario. En consecuencia, disímiles son los inconvenientes que ello ha 

traído consigo, hasta el punto de que se han visto afectados la coherencia 

del ordenamiento jurídico patrio, el actuar de nuestras Administraciones 

Públicas y los derechos e intereses patrimoniales de nuestros ciudadanos.  

Por tal razón, se impone la necesidad de salvar dichas insuficiencias en pos 

de la adecuada regulación e implementación en el orden práctico de esta 

trascendental institución del Derecho.  

Conclusiones  

La Constitución de la República constituye el principal cuerpo normativo a 

partir del cual se legitima en Cuba la expropiación forzosa de bienes. Sin 

embargo, contrario a lo que este cuerpo constitucional dispone en relación 

a esta institución jurídica, otro ha sido el tratamiento que han venido a dar a 

la misma, disposiciones legales de inferior jerarquía, desnaturalizando así 

su esencia. 

En el ámbito del Derecho Agrario, a partir  de lo que establecen el Decreto 

Ley 125 de 1991 -“Régimen de posesión, propiedad y herencia de la tierra 

y bienes agropecuarios”- y la Resolución 170 de 17 de marzo de 2017 -

“Reglamento de Procedimientos Administrativos Agrarios”- la comisión de 

determinadas infracciones se erige en motivo que lleva a la Administración 
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Pública a expropiar de manera forzosa un conjunto de bienes, lo que ha 

incidido sobremanera en el modo de concebir y ejecutar el procedimiento 

administrativo expropiatorio y los actos administrativos de igual carácter.   

La expropiación forzosa constituye una trascendental institución del 

Derecho a cuya utilización se ha de acudir cuando razones de utilidad 

pública o interés social lo exijan, por consiguiente, las disposiciones legales 

que se dirijan a su regulación han de formularse de manera tal que 

respondan a los fines para los cuales fue creada, en aras de preservar su 

legitimidad y esencia.   
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